PASTORAL COLECTIVA DENUNCIANDO LA PERSECUCIÓN RELIGIOSA EN LA ARGENTINA
INTRODUCCION

NUESTRA CONTRIBUCIÓN A LA PAZ DE LA PATRIA

Con fecha 7 de junio del presente año, el Episcopado Argentino, reunido en Asamblea Plenaria, firmó una declaración en la cual denunciaba y documentaba la persecución religiosa en nuestra Patria. Razones de circunstancia retardaron su inmediata publicación. Los sucesos luctuosos del día 16 del mismo mes y los hechos consiguientes aconsejaron diferir nuevamente su publicación hasta que los acontecimientos ofrecieran oportunidad propicia para que su publicación alcanzara las finalidades que tuvimos en cuenta al redactarlo.


El llamado a la pacificación hecho por la mas alta autoridad de nuestra Patria el 6 de este mes, no nos puede ser indiferente, antes bien, él nos obliga a dar nuestra leal y sincera colaboración a la paz común que depende de todos y cada uno de los argentinos y de todas y cada una de las instituciones que en nuestro país contribuyen al bien común.


La Iglesia Católica es una realidad no solamente en nuestra Patria, sino en el mundo entero, ella ha dado una contribución eficaz no solamente desde la primera hora de nuestra vida libre o independiente, sino desde el primer impulso para conquistarla en el 25 de Mayo de 1810, y des la decisiva declaración de la misma el 9 de Julio de 1816. Su contribución esencialmente religiosa no faltó jamás, en ninguno de las grandes Asambleas Nacionales ni faltó en los campos de batalla, ni en los primeros colegios y universidades, ni en las bibliotecas, ni en la prensa en sus actividades culturales. Allí estuvieron sus Sacerdotes, Religiosos e hijos por la fe a la que hicieron honor con sus vidas, con sus hazañas y sacrificios en la solución de los problemas nacionales. No hacemos mérito de ello, tan solo queremos recordar una tradición en que se funda ahora nuestra obligada colaboración en la consecución de la paz que, en esta hora, es y debe ser una aspiración nacional, en la cual la Iglesia no está ni puede estar ausente, porque se trata del bien común. Ella tiene también una palabra que decir.


El llamado a la paz nos ofrece, pues, ocasión propicia para unir nuestro esfuerzo al de todos los argentinos. Con esta intención, pues, publicamos hoy la Declaración que firmamos el 7 de junio, presentándola como la escribimos entonces. Nuestro intento es dejar constancia de los hechos y de su carácter en relación con el orden real y jurídico que genera la tranquilidad que es la paz, ya que esta “es la tranquilidad del orden”.

Todo lo que altere, quebrante o suprima este orden indebida e injustamente, altera, quebranta y suprime, en la misma medida, la tranquilidad que le es propia, trayendo el desorden que se opone a la paz. 


No pretendemos, pues, ni hacer cargos, ni recordar agravios, sino señalar sin apasionamientos, los hechos y las injusticias que han lesionado un orden fundado sobre el derecho natural y sobre leyes positivas legítimas que amparan derechos, libertades y valores morales sacados de quicio.


Al hacerlo mantenemos la posición tradicional de la Iglesia Católica, permaneciendo fuera y sobre todos los partidos políticos.


Profundamente persuadidos que la paz que necesitamos y buscamos es fruto de este orden real y jurídico, confiados en la verdad, presentamos la realidad de los hechos que lo han lesionado y que aparece mas clara y en toda su fuerza, cuando se la examina en su conjunto, dejando de lado circunstancias y detalles para percibir lo mas sustancial e importante.

He aquí, pues, el texto de nuestra declaración.

DECLARACION EPISCOPAL DENUNCIANDO LA PRERSECUCION RELIGIOSA EN LA ARGENTINA


Faltaríamos a los graves deberes de nuestro ministerio episcopal si no levantáramos la voz para denunciar ante el pueblo cristiano la real y verdadera situación de la Iglesia Católica en nuestra Patria, frente a las medidas que en rápida y sorpresiva sucesión, se han tomado contra ella y, sobre todo, frente a insistentes afirmaciones que desorientan a la opinión pública, asegurando “que no hay conflicto alguno entre la Iglesia y el Estado”.


Si tales afirmaciones no procedieran de las mismas autoridades responsables de esta situación, la evidencia misma de los hechos impondría en todos los ambientes ineludible y certeramente la apreciación real y verdadera de esta situación dolorosa e injusta.


Si después de la publicación de los documentos episcopales hubieran cesado tales negaciones de conflicto entre la Iglesia y el Estado –como era lógico esperar-, nos habríamos limitado a continuar la defensa firme de los derechos de Dios y de la Iglesia y del glorioso patrimonio de la tradición religiosa de nuestro pueblo.

Pero no ha sido así: a medida que se multiplicaron los ataques de la prensa en forma injuriosa, difamatoria y calumniosa contra los sacerdotes, contra los Obispos y contra la Iglesia, sin excluir, a veces, a la persona augusta del Romano Pontífice, a medida que se continuaba adoptando disposiciones contrarias al sentir, a la doctrina y a la libertad de la Iglesia y de sus instituciones, se multiplicaron las declaraciones, asegurando que no existía conflicto alguno entre la Iglesia y el Estado.

No podemos, pues, callar: cumplimos con el deber sagrado de denunciar y dejar constancia documentada de la situación real y verdadera de persecución de la Iglesia Católica, por parte de las Autoridades Nacionales, cuyos planes se realizan sistemática e inexorablemente siendo secundados, en todo el ámbito de la República, por las direcciones de ambas ramas del Partido Peronista, por las autoridades gremiales de la Confederación General de Trabajadores y por las demás autoridades de Provincias.


Después de las acusaciones públicamente hechas contra el Clero y contra las organizaciones católicas de “infiltraciones e interferencias” “en los movimientos gubernamentales y especialmente en los sindicatos”, denuncias oficialmente formuladas a los Gobernadores de las Provincias y de los Territorios Nacionales, y aún después de la Concentración del Luna Park, se aseguró en el ambiente nacional y fuera del país por órganos responsables que no existía conflicto alguno con la Iglesia de parte del Estado: “Aquí no hay conflicto con la Iglesia” … “Son cuatro o cinco curas descarriados que hay por ahí”. Las embajadas argentinas en el exterior dieron a conocer un comunicado de tono oficial que calmó las ansiedades de los católicos de nuestro país y seguramente también del mundo, afianzando esperanzas de que se retornaría a la calma: “Con propósitos tendenciosos –así decía la declaración de la Embajada Argentina en Montevideo- se está haciendo circular en el exterior la versión de que se ha planteado un conflicto entre la Iglesia Católica y el Gobierno Argentino. Nada más ajeno a la realidad de los hechos y a las circunstancias de los acontecimientos. Se trata de una información falsa y desprovista de sentido, a poco que se analice la posición del Gobierno en relación con el Culto Católico”.

Las investigaciones efectuadas –declaraba la Embajada Argentina en Londres- permitieron llegar a la siguiente conclusión: algunos sacerdotes, muy pocos, felizmente, aceptaron, quizás inconscientemente, convertirse en instrumentos de algunos políticos, para quienes todos los medios son buenos con tal de lograr sus fines inconfesables”.


Estas declaraciones, a pesar de despertar reservas obvias, por el desencadenamiento simultáneo de una campaña de la prensa partidista de tono acre e hiriente para la Iglesia, sus Ministros y sus Instituciones, bien conocida y recordada, dieron, sin embargo, esperanzas de que la fuerza de los acontecimientos quedaría limitada y circunscripta desde ese momento.


Pero la asamblea del Luna Park disipó tales esperanzas con sus discursos y las reacciones manifestadas con gritos hostiles y amenazas abiertas y despectivas contra sacerdotes y organizaciones católicas. Estas reacciones extrañamente desproporcionadas a los hechos denunciados, desconcertaron a la opinión pública, despertando justamente recelos, desconfianza y perplejidades.


La realidad subsiguiente, en efecto, disipó enteramente la confianza qu se pudo fundar en las declaraciones oficiales de que no había conflicto alguno entre la Iglesia y el Estado.

Supresión de la Dirección General y de la Inspección General

de Enseñanza Religiosa


El 2 de diciembre, a 7 días de la reunión del Luna Park, el Gobierno decretó la supresión de la Dirección General de Enseñanza Religiosa y la Inspección General de la misma, que significaba el propósito de suprimir lisa y llanamente la Enseñanza Religiosa, como realmente aconteció. Toda la serie de considerandos y medidas del Decreto para llegar a tal decisión, tuvieron por fin presentar la resolución como conveniente y necesaria, para llegar a la supresión simple y llanamente de la Enseñanza Religiosa, hiriendo a la familia cristiana y a la Iglesia en su derechos mas sagrados, como lo son los de educar cristianamente a sus hijos.
La ley sobre reuniones públicas (2-XII-54)


Con motivo de la clausura del Año Mariano Universal, el 8 de diciembre, día de la Inmaculada Concepción de la Santísima Virgen María, los católicos de Buenos Aires, que no pudieron asistir a una Misa, en Plaza de Mayo para cuya celebración les fuera negado permiso, dieron testimonio impresionante de su fe, llenando dicha plaza y las calles adyacentes, a pesar de que la Misa se celebró dentro del recinto de la Catedral. Ciertamente que fue una respuesta respetuosa, firme y espontánea a los ataques contra la Santa Madre Iglesia, contendidos en los discursos del Luna Park.


Seis días después, el día 14, se dio a conocer el proyecto sobre “reglamentaciones de reuniones públicas”, enviado por ambos bloques del Poder Legislativo, y el 21 del mismo mes dicha reglamentación quedó convertida en ley por sanción definitiva de la Cámara de Diputados.


De ahora en adelante, los católicos perdían la libertad para realizar manifestaciones públicas de carácter religioso. Es mas que suficiente una lectura del articulado de dicha ley para apreciar que es un instrumento de represión de las libertades de reuniones públicas, que da a las autoridades facultades tan amplias, que podría llegar hasta suprimir “los actos o reuniones públicas” que según el artículo primero de la Ley “deberán realizarse en lugares cerrados”. Los alcances de tal ley encontraron en la tradición católica argentina vallas insalvables en todas las ciudades y provincias en las magníficas demostraciones de fe, que no habrían podido suprimirse sin la resistencia espontánea del pueblo católico y sin su protesta. La realidad se impuso, y entonces se atenuaron las restricciones, concediéndose, en principio, facultades para determinadas y limitadas manifestaciones de fe, pero siempre con previa autorización “de la autoridad policial, por intermedio del Consejo Federal de Seguridad”, que “es el órgano de aplicación de la Ley, siendo apelable sus resoluciones ante el Ministerio del Interior y Justicia”.
La ley del divorcio absoluto


El día 14 de diciembre, en que se dio a conocer el proyecto de “Reglamentación de reuniones públicas”, ambas Cámaras aprobaron la ley del divorcio absoluto, sorpresivamente y sin esa publicidad previa. Indispensable para que la opinión pública del País pudiera manifestarse.


El proyecto de Divorcio absoluto no figuró en programa electoral alguno, ni siquiera en asambleas públicas que lo anunciaran. A las 3 de la madrugada, en la ley del bien de familia, que se debatió durante toda la noche, sin que en su articulado figurara para nada, se introdujo, en forma de agregado, el divorcio absoluto que quedó convertido en ley, destinada a transformar todo el régimen tradicional de la familia argentina. Así en una Ley cuyo enunciado es “el Bien de Familia” se introdujo sorpresivamente el divorcio absoluto que inexorablemente tiende a la destrucción de la familia, ya que, la solución mas aparente que real de cosas particulares, jamás podrá compensar los males que el divorcio absoluto causará al bien común de la familia argentina, cuya estabilidad afianza la Constitución de nuestro país. Fue lamentable que Ley de tal trascendencia se dictara en forma tal, sin haber tenido las repercusiones profundas de una opinión pública objetiva. Se ha verificado una vez mas la certera observación de Pío XII sobre las consecuencias de la falta de opinión pública: “La opinión pública, es, en efecto, el patrimonio de toda sociedad normal compuesta de hombres que, conscientes de su conducta personal y social están íntimamente ligados con la comunidad de que forman parte. Ella es, en todas partes, y en fin de cuentas, el eco natural, la resonancia común mas o menos espontánea de los sucesos y de la situación actual en sus espíritus y en sus juicios”. Allí, donde no apareciera ninguna manifestación de la opinión pública, allí sobre todo donde hubiera que registrar su real inexistencia, por cualquier razón que se explique su mutismo o su inexistencia, se debería ver un indicio, una enfermedad, una irregularidad de la vida social”. El 22 de diciembre, el Poder Ejecutivo promulgó la Ley 14394 en la cual está incluido el divorcio absoluto. Con el y en esa forma se ha llevado el mas rudo ataque contra la santidad de la familia cristiana, hiriendo el corazón de la Iglesia por quienes continúan proclamando su catolicismo y afirmando que no existe conflicto alguna con ella.

Véase entretanto el clima que la prensa adicta al gobierno trata de crear, mientras celebra esta victoria “sobre la vieja posición sacramental” y “sobre los manidos conceptos que ignoraban el actual estado de la evolución material y espiritual”, “corrigiendo antiguos vicios que ya no tienen razón de existir”, “mientras que la nueva ley ha anulado una de las últimas trabas de la legislación heredada por la oligarquía”, “nos abre un concepto nuevo de la vida”, suprimiendo “una fuente de inmoralidad, de irregularidad de situaciones absurdas …”. Sobran semejantes apreciaciones para formar juicio del espíritu que alienta estas medidas.
Decreto sobre la Ley de Profilaxis (30-XII-54)


“Atendiendo a una imperiosa necesidad pública”, así dice el texto, el Poder Ejecutivo en acuerdo general de Ministros, dictó un Decreto facultando a los Gobiernos de Provincias y Territorios Nacionales y a la Intendencia de la Ciudad de Buenos Aires, para permitir la instalación en zonas adecuadas, de los establecimientos a que se refiere la Ley de Profilaxis Social. Se estableció así, en todo el país la prostitución reglamentada, que había sido suprimida en 1936. No es el caso de examinar aquí las consecuencias nefastas de este paso, ni contraponerlo a la tendencia de los países mas adelantados –que nuestro país siguió  con la Ley 12.331- a las resoluciones de los Congresos científicos de nuestra patria y del extranjero, al dictamen de la Comisión Honoraria Consultiva de Profilaxis Venérea (creada por el Art. 16 de la Reglamentación de la precitada Ley): al juicio de los médicos mas eminentes, a la experiencia dolorosa del país, que demuestra que el lenocinio público y la prostitución oficializada legalmente constituyen una vergüenza y un relajamiento de la moral colectiva. ¡Con cuánta razón la Federación Abolicionista Internacional “considera la organización administrativa de la prostitución como un error higiénico, una injusticia social, una monstruosidad moral y un crimen jurídico”.


El 2 de diciembre de 1949, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó un convenio en la materia, propuesto a sus respectivos miembros, cuyo preámbulo dice: “… que la prostitución y el mal que la acompaña, la trata de personas para fines de prostitución son incompatibles con la dignidad y el valor de la persona humana, y ponen en peligro el bienestar del individuo, de la familia y de la comunidad …” Lo que impresiona penosamente como significado inevitable de tal determinación en esta hora, con relación a los católicos y sus Obispos que, por razones morales se habían opuesto a la resolución ya preparada, es su carácter de réplica violenta casi como de bofetada a quienes se empeñaron en evitar un retroceso moral de su Patria.
La supresión de Festividades Religiosas


El 20 de marzo, en acuerdo general de Ministros, el Poder ejecutivo dictó un Decreto reduciendo los feriados nacionales y los llamados días laborables. Como consecuencia de dicho Decreto serán días laborables “Corpus Christi, Asunción de la Virgen (15 de agosto), Inmaculada Concepción (8 de diciembre), Epifanía (6 de enero), Día de Todos los Santos (1º de Noviembre)”. Por segunda vez, pues, y unilateralmente, el Poder Ejecutivo de un país católico, que tiene relaciones con la Santa Sede, suprime festividades religiosas que obligan a los católicos, en consecuencia, a abstenerse del trabajo, y a cumplir sus deberes religiosos. Lamentable será siempre la desconsideración para la Santa Sede, con la cual, como en otras ocasiones, se pudo haber llegado a una solución.
Derogación de la Enseñanza Religiosa


El día 11 de mayo de 1955 el Senado derogó la Enseñanza Religiosa y el día 13, la Cámara de Diputados convirtió en Ley la supresión de la Ley 12.978 que fue promesa y bandera del programa con que el Partido Peronista solicitó los votos del electorado, siendo como es cierto, que la aplicación de la misma en la práctica, fue confirmada como por un plebiscito casi unánime de las familias argentinas y por la asistencia media de mas del 90% de los alumnos de las clases de Religión; dejando de lado las mismas palabras con que el Gral. Perón propició la Enseñanza Religiosa, que fuera implantada por Decreto por el Primer Ministerio de la Revolución de 1943; nuestro interés ahora es dejar constancia que el Episcopado Argentino no pidió en la revolución la Enseñanza Religiosa; ella vino porque entre las aspiraciones profundas que emergían del pueblo argentino estaba, en primer término, y porque los católicos que fueron a la Revolución la exigieron; dejar constancia que el Episcopado Argentino y nuestro pueblo no recibieron la enseñanza religiosa como un don gracioso, sino como la recuperación del libre ejercicio a un derecho inalienable de las familias argentinas y de la Iglesia Católica, a la educación cristiana de los hijos, que el Estado no tiene derecho a suprimir cuando quiere y como quiere, sin evidente injusticia y perjuicio grave en la formación espiritual y moral de las conciencias. Para la Iglesia y para los católicos la supresión de la Enseñanza Religiosa es un despojo de derechos fundamentales de las familias católicas que son la mayoría en el país, y de la Iglesia, como lo fue en el año 1884, con la implantación de la enseñanza laica.
Derogación de la exención de impuestos


En el mismo día 13 de mayo, el Senado aprobó el proyecto de Ley por el cual “se derogan las disposiciones legales y reglamentarias que, de modo general o especial, acuerdan exenciones de impuestos, tasas o contribuciones cualquiera sea su naturaleza, de orden nacional o municipal en jurisdicción federal, a las instituciones religiosas, a sus templos, conventos, colegios y demás dependencias; a los bienes que posean o a los actos que realicen”. Suprímese la expresión “los ritualmente indispensables para el oficio religioso público” del artículo 103, 2º de la ley de impuestos internos. (Texto ordenado en 1955).


“Lo dispuesto en el primer párrafo del artículo anterior, con relación a los gravámenes de carácter semestral o anual, comenzará a regir a partir del 1º de enero de  1955”. El día 20 la Cámara de Diputados convirtió en Ley el proyecto, pasado en revisión del Senado.


El clima en que se convirtió en ley tal proyecto puede intuirse con una cita de un solo orador de Diputados: “Al mal que hoy ponemos remedio es uno de los tantos privilegios concedidos por los gobiernos retrógrados del pasado, que creyeron perpetuarse en el poder con tales concesiones, a costa de nuestros sufrimientos y de nuestra felicidad. El tiempo, en su sabiduría infinita, nos dará la razón de esta batalla que libramos con las fuerzas oscuras y destructoras de un sector privilegiado, que lejos vivió siempre de la lección y doctrina del Divino Maestro, que tomó el justicialismo para reivindicar la justicia y el amor, en contra de la pompa y de la falsa ostentación del oro y del brillante”. Pero la verdad es que las exenciones hasta ahora existentes alcanzaban a todos los cultos y no solo al católico, y que esa exención no se refería a todos los bienes, sino a aquellos afectados directamente al culto, como por ejemplo los Templos y Casas Parroquiales. Los otros bienes, aunque fueran de la Iglesia Católica, como ser casas de renta, etcétera, siempre han pagado impuestos territoriales o tasas municipales que importan, estrictamente, retribución de servicios.

Los colegios estaban eximidos por otras razones: en las leyes impositivas de las Provincias se admitía la exención, generalmente, cuando acreditaban tener un porcentaje mínimo de alumnos a los que se les impartía enseñanza gratuitamente.


Todo impuesto por el que se pretenda gravar sus “templos o iglesias”, como asimismo los “actos de culto que realicen”, tiende a restringir o limitar la libertad de culto consagrada por el Art. 26 de la Constitución.


Así lo ha resuelto la Jurisprudencia, recordándose, entre otros, el fallo del Superior Tribunal de Entre Ríos en el que se declaró la inconstitucionalidad de la ordenanza de la Municipalidad de Gualeguay, que pretendía gravar con un impuesto a las Misas y Responsos en la Capilla del Cementerio de la localidad.


Cualquier traba –decía el Tribunal- o acto que tienda a menoscabar, limitar, restringir, el ejercicio de la función esencial de la Iglesia Católica restringe el derecho que el pueblo tiene para ejercer libremente el culto, siendo inviolable en todo el territorio del país, el derecho de rendir culto a Dios, libre y públicamente, según los dictados de la propia conciencia, aparte de que sería incompatible con elementales principios del derecho tributario, considerar como fuente de renta el ejercicio de la libertad de conciencia en su mas alta expresión, cual es la forma de rendir culto a Dios de acuerdo con las propias convicciones”.


Nadie que lea los dos artículos de esta ley podrá librarse de la convicción que se impone con evidencia irresistible, que ella tiende a paralizar las actividades no solamente de enseñanza y cultura religiosa, sino la misma vida cristiana, sin excluir los actos del culto. A pesar de las multiplicadas declaraciones de la no existencia de persecución contra la Iglesia, ella está patente como una realidad incalificable en esta Ley.

Separación de la Iglesia del Estado


El día 9 de mayo Diputados votó la reforma constitucional para separar la Iglesia del Estado, y el 20 el Senado convirtió en Ley el proyecto de reforma de la Constitución con ese fin. En el primero de los artículos “declárase necesaria la reforma parcial de la Constitución Nacional en cuanto se vincula a la Iglesia y a sus relaciones con el Estado, a fin de asegurar la efectiva libertad e igualdad de cultos”, pues en cuanto a libertad está claro que para la Iglesia Católica ha comenzado ya, en un desarrollo progresivo un plan para que no la tenga. Esto es lo que comprueban los hechos expuestos, en medio de la campaña mas injusta y despectiva contra la Iglesia llevada adelante con creciente virulencia por la prensa adicta al Gobierno. Respetando los estados de conciencia personal de quienes pertenecen a otros cultos, la Iglesia Católica no podría, sin negarse a si misma, admitir doctrinariamente la igualdad de todos los cultos y de todas las religiones. La Constitución Argentina en el Art. 2º del Cap. 1º de la Primera Parte, estatuye que el Gobierno Federal “sostiene el Culto Católico Apostólico Romano”. La interpretación exacta de este artículo no se limita a la obligación del Gobierno Federal de ayudar económicamente a la Iglesia: “Sostener” no significa simplemente costear o subvencionar, sino también ayudar y fomentar. Este era el pensamiento de los Constituyentes (nos referimos a los de 1853, porque los del 1949, en esto, nada innovaron). Gorostiaga, al referirse a este artículo –que quebraba toda la tradición constitucional argentina concretada en la fórmula “religión católica, religión del estado”- dijo, en efecto, que era un derecho y un deber del Estado sostener el culto, agregando que “todo hombre convencido del origen divino del catolicismo miraría como un deber del gobierno mantenerlo y fomentarle entre los ciudadanos”.

El convencional Seguí, por su parte, al apoyar el artículo señalaba concretamente que en el deber de sostener el culto “estaba incluida la declaración de que la Religión Católica Apostólica Romana es la de la mayoría o casi totalidad de los hijos de la República Argentina, y comprendía también la creencia del Congreso Constituyente sobre la verdad de ella pues sería un absurdo obligar al Gobierno Federal al sostenimiento de un culto que simbolizase una quimera”. El mismo Alberdi, por último, respondiendo a la objeción de que el texto no dice adopta (como él había sugerido en sus Bases), sino sostiene el culto católico, expresó: “Se ha querido ver mal espíritu en la redacción del artículo que impone al Estado el sostén de la Religión Católica Apostólica Romana, sin hablar de adopción, como si el Estado pudiese tomar a su cargo el sostenimiento de un culto que no fuese el suyo”. No se trata, pues, tan solo como se afirma en todos los tonos, de una “separación política y económica”, sino de una separación que al afirmar la igualdad de todos los cultos ante la ley, de hecho desconoce el carácter de religión verdadera a la Iglesia de Jesucristo, lo que imparta el desconocimiento de parte del Estado, de la misión divina de la Iglesia y de la divinidad de Jesucristo Nuestro Señor.

A la Iglesia no puede dolerle la separación de poderes que siempre reclamó, y en cuanto a la separación económica ella pudo realizarse pacíficamente entendiéndose ambas autoridades, civil y religiosa, sin quebrar violentamente una situación que significaba el cumplimiento por parte del gobierno argentino de un compromiso para suplir, en parte, los recursos propios con que la Iglesia proveía las necesidades económicas de su administración y de sus obras, después que fuera privada de sus bienes por el gobierno de Rivadavia. Pero lo que se persigue no es ni la separación de poderes ni la separación económica, es mucho más, es la negación de la misión divina de la Iglesia, traducida en la práctica con medidas de verdadera persecución. 

Tenemos confianza en el buen sentido de nuestro pueblo, en la comprensión de nuestros conciudadanos que no podrían negar el derecho que tenemos como Obispos y Jefes de la Iglesia Católica en nuestro país, a reclamar en nuestra Patria, la libertad para cumplir con la misión de nuestro ministerio de difundir la verdad y la vida católica entre nuestros conciudadanos. Por nuestra parte seguiremos respetando y amando a los hombres, pero combatiendo sus errores e injusticias con caridad comprensiva pero firmemente. Jamás podremos aceptar, sin nuestra protesta, la imputación de que Obispos y Sacerdotes señalados despectivamente con el nombre de clericalismo somos reos de una conjuración político-clerical, o de un contubernio oligarca-clerical contra los intereses de la clase trabajadora, y en detrimento de la justicia social, de la cual se nos ha acusado y se nos sigue acusando sin que hasta ahora se nos haya probado tal grave acusación.

La inmensa mayoría de los 67 sacerdotes encarcelados, fueron puestos en libertad por falta de pruebas o causales. No existe un caso de comprobación, establecido por la justicia, de participación de nuestro clero en conjuración o connivencia con partidos políticos opositores contra las autoridades de la república o contra los derechos de los trabajadores de nuestro país. Podemos asegurar, empeñando nuestra palabra, que el Episcopado Argentino ni aceptó, ni podría aceptar nunca jamás ningún entendimiento con partido político alguno para defender la libertad y los derechos de la Iglesia frente al Gobierno legítimo de la Nación en ningún caso, ni siquiera en el de persecución y opresión. Firmes con la conciencia de nuestras responsabilidades ante Dios y los hombres, y animados del amor a Dios que debemos a los hombres, Obispos y Sacerdotes no necesitamos ni queremos otras armas, no queremos otra fuerza que la fuerza de la Verdad, de que nos armó Jesucristo ante los poderes de la tierra para defender los derechos y la libertad de la Iglesia, que frente a las opresiones de cualquier género que sean coinciden con los derechos y la libertad de la persona humana.


“Por su existencia misma, la Iglesia se levanta ante el mundo como faro luminoso que constantemente recuerda su origen divino, su historia refleja con diafanidad, su misión providencial. Las batallas que, oprimida por el abuso del poder tuvo que sostener en defensa de la libertad que Dios le otorgara fueron al mismo tiempo batallas por la verdadera libertad del hombre”.


Ante la campaña organizada por la prensa adicta al Gobierno, desprestigiando en forma desconsiderada, difamatoria y calumniosa al Sacerdote y al Episcopado de nuestra Patria que, hasta ayer nomás vinculado eficazmente, desde los albores de la vida civilizada en lo que hoy es nuestro país y desde los primeros días de la independencia a todos los movimientos y actividades que constituyen a nuestra Patria como Nación independiente, y después de las luchas civiles como unidad nacional, con el aplauso unánime de nuestros conciudadanos, perdonamos y olvidamos, regando a Dios que ilumine a quienes pretenden inútilmente entregarnos al ludibrio y desprecio de nuestro noble pueblo, que sabe lo que la Iglesia con sus Sacerdotes y Obispos, ha hecho por su Patria, sin pretender otra recompensa que el respeto fraternal de sus conciudadanos.

Ya no hay duda alguna ante los hechos, que se trabaja sistemáticamente por la prensa para presentarnos como enemigos de la justicia social y del pueblo.


Mas que para justificarnos, para dejar constancia del lenguaje irrespetuoso contra nuestras personas, contra el prestigio de nuestro país, y contra el prestigio de la misma prensa, recogimos frases publicadas recientemente por un vocero de los diarios de Buenos Aires: “Con pastores ignorantes, sin virtud, simuladores y mentirosos, no se adelantará mucho en el alma de las personas. Menos aún cuando se siga el camino de obligar a los hombres a creer en lo que no creen. En las cosas del espíritu, mas que en ninguna otra, conviene persuadir y no obligar”. Esta es una muestra del lenguaje uniforme con que, desde la reunión del Luna Park, esa misma prensa intenta desprestigiar al clero, a los Obispos y a la obra de la Iglesia en nuestra Patria, presentándonos como enemigos del pueblo y de los trabajadores.

Tenemos fe en el buen sentido de nuestro pueblo, en la comprensión de nuestros conciudadanos que conocen a sus Sacerdotes y Obispos y la obra evangelizadora de la Iglesia en nuestra Patria. Dios  el Evangelio son tan grandes y nuestra misión tan alta que merecen ciertamente Sacerdotes y Obispos mas virtuosos y mas sacrificados que nosotros. Pero nos animamos a rechazar acusaciones tan graves como infundadas con la conciencia clara de ser traidores para con Dios, ni para con nuestra misión, ni para con el pueblo, y menos contra el, somos parte integrante del mismo, conciudadanos de una misma Patria.


El bienestar de los trabajadores nunca nos ha sido, ni nos puede ser indiferente: si nosotros no pudimos realizar el programa de justicia social de la Iglesia, lo enseñamos, lo defendimos y lo difundimos siempre, preparando el ambiente con la insistencia permanente de la sabia doctrina de los Pontífices León XIII y Pío XI, y nos hemos unido al esfuerzo común para conquistarlo y sostenerlo secundando cuanto se ha hecho, sin excluir este período que inició la revolución.


Es un hecho innegable y doloroso, pero real, que recordamos con amargura frente a tales acusaciones, que dos de los motivos fundamentales de la colaboración de los católicos en el gobierno surgido de la revolución, fueron la promesa de la enseñanza religiosa y el programa de justicia social que fueron puntos esenciales del programa de propaganda electoral que atrajeron a muchos católicos que colaboraron sinceramente confiados en que se respetaría su religión que reclamaba la actuación de tales puntos.


Las reformas sociales no se podrían realizar sin la modificación de los ambientes y de las conciencias tanto de los de abajo como de los de arriba, y esta modificación no se realiza repentinamente. Por lo demás, ¿acaso la Iglesia tiene en sus manos los medios necesarios para realizar ella sola las reformas sociales? Cuando los gobiernos entran de lleno a actuarlas es porque el ambiente está, si no en la plena madurez, por lo menos preparado para ellas.

Esa misma prensa acusa a la Iglesia, entre diatribas e injurias, que el país conoce bien, por no haber realizado las reformas sociales que le imponían su misión y su bandera social, imputándole su alianza con los ricos intimándole ilógicamente que se recluya en sus templos y límite sus actividades exclusivamente a las espirituales. Seguimos convencidos de que las reformas sociales necesitan un fundamento básico doctrinal y un contenido moral que ninguna doctrina y ningún método ajeno a la doctrina y a la moral católicas, podrá jamás suplir. Al hacer esta aplicación, entramos a la parte mas grave de esta documentación que prueba la verdad y realidad de nuestra denuncia, de la persecución a la Iglesia en la República Argentina

Las persecuciones contra la Iglesia que recuerda su historia, presentan como una gradación en la  apreciación de su gravedad y peligrosidad, las ha habido de todo género; las graves tendieron a su destrucción. Así fueron algunas en el Imperio Romano. Pero ¿qué decir de aquellas que se propone sustituir a la Iglesia Católica con un “cristianismo auténtico”, según sus factores, en oposición a la Iglesia auténtica, fundada por Jesucristo y que El mismo fundamentó sobre la inconmovible roca de Pedro y sus sucesores?

Pero he aquí que después de la serie citada de medidas tan graves tomadas contra la Iglesia, en medio de los ataques hostiles e irrespetuosos de una prensa regimentada, mientras se repite que “no existe conflicto con la Iglesia, ni persecución y menos apostasía”, se han hecho declaraciones que si no se hubieran publicado autorizadamente, parecerían increíbles y que adelantan la finalidad bien determinada a la cual se encaminan todas estas medidas y campañas para desprestigiar al Sacerdocio y a la Jerarquía de la Iglesia ante el pueblo.


Un vocero del Peronismo, en la Cámara de Diputados, en su pretensión de justificar tales medidas, ha pronunciado las siguientes palabras: “Sí, hubo una ingratitud de la Iglesia, porque Ella en cuanto es una “sociedad sobrenatural” como la definen los teólogos, porque a esa Iglesia, que así se autodefine, como comunidad sobrenatural al mismo tiempo que como sociedad temporal, el pensamiento cristiano de Perón la ha respetado y ayudado en todos sus actos, y la ha jerarquizado con su acción –y esto va para los que torpemente están jugando al engaño y a la estupidez de la apostasía- ratificando, una y mil veces, incluso ayer, el Señor Presidente de la República, su propia posición espiritual en las puras esencias del cristianismo. Frente a todas las confesiones posibles, él, como sujeto individual, ha reiterado su clara posición en el cristianismo, y aún más, ha dicho textualmente a periodistas venidos de Italia: “soy católico”. No hay, por tanto, en cuanto a su fe personal, en cuanto a su actividad espiritual, ninguna desviación, ninguna contradicción, ninguna apostasía, pero el Presidente de la República Argentina cumple un mandato constitucional de respetar la libertad de cultos y cumple también los Mandatos de una Doctrina Nacional que quiere y aspira a trabajar armoniosamente en la conjuración de todas las fe creadoras y vivas, para que América sea en el tercer milenio de la Era Cristiana, la cuna de donde salga la nueva redentora interpretación del cristianismo que necesita el mundo todo”.

Confirmando tales palabras también se ha expresado textualmente: “Aspiramos a realizar en la nueva Argentina, la verdad universal del Cristianismo auténtico. Se enfrentan con nuestras aspiraciones los últimos resabios de injustos privilegios revestidos con ornamentos de odio y de injusticia, formados con los brillantes pero falsos oropeles de la soberanía”.


El intento es, pues, crear un cristianismo auténtico para sustituir a la Iglesia Católica que, según estas afirmaciones, no lo es, lo cual quiere decir que hay que comenzar por desprestigiar a la Iglesia Católica, combatirla, reducirla por todos los medios a la impotencia para que así pueda surgir el cristianismo auténtico que creará el Estado. El Estado, sin embargo, no tiene ni la finalidad ni la función, y menos la misión de crear una religión, que aunque sea llamada auténtica, por el mero hecho de proceder del Estado e identificarse con él, constituye un intento de dominar las conciencias en su aspecto más sagrado cual es el de la libertad para rendir culto a Dios. Esto que en términos generales es ya un atentado en nuestra Patria de mayoría católica y tradición innegable católica, es un rompimiento del vínculo mas profundo de la unidad de la familia argentina, es un desconocimiento y negación de los valores espirituales que hasta ahora dieron impulso y vitalidad a todas las generaciones que nos precedieron. No entramos a juzgar la pretensión de extender este Cristianismo auténtico a América y al mundo, según la frase pronunciada en la Cámara de Diputados, porque ella ha nacido irremediablemente muerta entre los aplausos. Después de dejar documentada brevemente nuestra afirmación, declaramos ante nuestro pueblo católico y ante nuestros conciudadanos, que el único fin que nos ha movido a cumplir con este deber tan doloroso para nuestro corazón de Obispos y de argentinos, es la defensa de los derechos de Dios, como los enseñó Jesucristo, al fundar la Iglesia Católica, y de los derechos de esta y su libertad como deberes y la libertad de sus asociaciones religiosas, cuyos fines no son políticos, sino de apostolado y de vida religiosa. Con la ayuda de Dios los defenderemos con firmeza, con dignidad, con la fuerza de la Verdad y del Derecho, respetando las investiduras de nuestras Autoridades políticas y obedeciéndoles como a quienes tienen autoridad que viene de Dios, en todo lo justo y en todo lo que tienda al bien común, salvas siempre, sin embargo, las leyes de Dios, de nuestra libertad religiosa, los preceptos de la Iglesia y muestra unidad con el Vicario de Jesucristo, que es el centro de unidad de la misma Iglesia. Perdonamos las injurias de una prensa que si olvidó el respeto que debe a nuestras investiduras, no debió olvidar jamás el respeto debido a sus conciudadanos, y en último término a la persona humana y al prestigio de nuestra Patria. No defendemos los derechos de Dios y los derechos y la libertad de la Iglesia contra nadie. Esperemos confiados en la justicia de nuestra causa, en el buen sentido y la tradición cristiana de la mayoría de los argentinos y en esa tendencia indestructible de fraternidad que llevó al abrazo de la paz a nuestros antepasados aún después de los encuentros sangrientos en los campos de las luchas civiles.

Rogaremos por nuestros fieles, por los que nos persiguen ahora, para que llegue pronto el día en que comprendan que no se puede construir nada sólido, nada duradero con la supresión de las legítimas libertades religiosas, públicas y de la persona humana esenciales al hombre para el progreso y grandeza de las naciones.

CONCLUSIÓN


He aquí lo que entonces aclaramos y documentamos, y que hoy publicamos en la esperanza de que nuestra firme y leal franqueza contribuirá a restablecer un orden lesionado, como condición indispensable para que retorne la tranquilidad que da la paz.


En esta búsqueda dolorosa de la paz, solo queremos recordar que nos hemos unido al dolor común causado por las muertes y las heridas de tantas víctimas que enlutan nuestros hogares. La Iglesia ha sufrido, no solamente por las heridas y muertes de su pueblo, sino en carne propia las profanaciones, incendio y destrucciones sacrílegas que desconsuelan, no solamente por lo execrable y horrendo de su contenido, sino porque expresan un estado espantoso de subversión de valores que ahora todavía no podemos, ni nosotros ni el pueblo comprender que no fuera posible haberlas evitado.


Sin embargo todo puede ser olvidad y perdonado y así declaramos hacerlo, conteniendo esta nuestra declaración el perdón y olvido de todas las Instituciones, de todos los Sacerdotes, Religiosos y fieles profundamente afectados por tales hechos.


Quiera Dios  Nuestro Señor que tanto dolor, tantas lágrimas y tantas angustias no queden infecundas y ellas nos lleven a los senderos de la paz.


Para ello es necesario reconocer la imperiosa necesidad de restablecer el orden lesionado, ya que realmente ha sido así, según lo hemos documentado. Comprendemos que ello, tal vez, no es posible en toda su amplitud de inmediato, sino gradualmente. Sin embargo, yendo al fondo del problema y a la raíz última de la cual provienen la mayoría de los desordenes que se oponen a la paz, juzgamos de nuestro deber señalar la necesidad urgente de restablecer las condiciones indispensables para que una verdadera y real opinión pública que responda al pensamiento y voluntad de todos los habitantes del país, pueda manifestarse libre y plenamente.

Para ello es indispensable una libertad de reunión, de prensa y de radio, sin restricciones directas ni indirectas que pueda reflejar debida y legítimamente la opinión pública.


Juzgamos que es urgente el amparo debido a los derechos y libertades legítimas de la Iglesia y de las instituciones, de los derechos y libertades públicas y de la persona humana, para que la tranquilidad del orden que es la paz, devuelva la confianza y la serenidad que todo el pueblo ansía.


Confiamos en que el patriotismo, el espíritu de fraternidad y el amor a Dios reconforten los ánimos de todos los argentinos, en esta hora en que los acontecimiento nos exigen a todos sacrificios y esfuerzos para reconocer que el bien supremo de la Patria es el retorno a la paz por el respeto a los valores de la justicia, del derecho y de la libertad. Así se lo pedimos a Dios Nuestro Señor, y así esperamos que con su auxilio acontezca para bien de nuestra Patria.


Dado en Buenos Aires, a los 13 días del mes de Julio del Año del Señor de 1955.
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